Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad-hoc el señor Senador Lorier.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 20 minutos.) 


En primer lugar, en nombre de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión saludamos a 
la delegación hoy aquí presente, que es muy numerosa, marcando un récord en este sentido, pero 
bienvenida sea esa participación. 


El motivo de su concurrencia es tratar el proyecto de ley sobre afrodescendientes, en el cual 
se establecen normas que favorecen su participación en las áreas educativa y laboral. 


Previamente, queremos aclararles que estamos iniciando la sesión con un Presidente ad-hoc, 
que es quien habla, porque el de esta Comisión, el señor Senador Da Rosa, viene en camino; una vez 
que llegue, será quien asuma esta tarea. Hacemos esta aclaración porque disponemos de una 
determinada cantidad de tiempo para sesionar e, incluso, hay otra delegación también agendada para 
el día de hoy. Al respecto, no queremos marcar un tiempo porque no es una cosa simpática hacerlo, 
pero con el fin de que la reunión sea más productiva les vamos a solicitar -dado que no sabemos 
cuánto es lo que van a exponer- que ustedes mismos regulen la posibilidad de que esto tenga un 
desarrollo todo lo extenso que deba ser, de acuerdo con la profundidad del tema, pero que a la vez sea 
lo más sintético posible. 


Les cedemos la palabra a los representantes de la delegación de la Casa de la Cultura 
Afrouruguaya. 


SEÑOR ORTUÑO.- Muchas gracias, señor Presidente y demás señores Senadores integrantes de la 
Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión. Para nosotros es un gusto poder participar en este 
ámbito tan importante y por un proyecto de ley que consideramos de tanta significación. El 
agradecimiento es en nombre de la Casa de la Cultura Afrouruguaya y de las organizaciones y 
referentes del colectivo afrodescendiente que están aquí presentes. 


Como ustedes saben, la Casa de la Cultura Afrouruguaya tiene como objetivo la valoración y 
difusión de la cultura afrouruguaya en sus distintas manifestaciones, pero también el fomento de la 
equidad racial y la promoción de valores superadores de cualquier forma de discriminación, en 
particular del racismo, y está concebida como un espacio de encuentro de la comunidad y, por tanto, 
con participación de las distintas organizaciones y referentes. 


A partir de la invitación que nos cursó el señor Presidente de la Comisión y en la medida en 
que se planteaba en forma particular, nos pareció oportuno extender esta invitación a las distintas 
organizaciones que han participado en el ámbito de la Casa de la Cultura Afrouruguaya e, incluso, con 
mayor amplitud a organizaciones y referentes que han participado del proceso de coordinación para la 
promoción de la implementación de políticas de equidad racial. Ha sido un proceso amplio y 
participativo que se cristalizó, de alguna manera, en la presentación de un proyecto de ley por parte de 
la Cámara de Representantes que esta delegación, quizás un poco plural, numerosa, trata de mostrar. 
Así que también vaya el reconocimiento al señor Diputado Felipe Carballo, impulsor y promotor de este 
proyecto de ley. 


En primer lugar, sobre el proyecto queremos decir, con mucha claridad, que creemos que es 
oportuno y conveniente; estamos convencidos de que para lograr una sociedad justa, con igualdad de 
oportunidades y de ejercicio de derechos, un país tiene que desplegar políticas de desarrollo que 
generen mejores oportunidades de vida para la población, empleo e ingresos. 


Al mismo tiempo, se necesita la implementación de políticas sociales universales en áreas 
como educación, salud y protección social, sobre todo en un país como el nuestro que tiene un Banco 


de Previsión Social tan importante, que ha dado atención particular a ciertos sectores que se 
encuentran en situación de pobreza por medio de los planes de equidad o el Panes. Por nuestra parte, 
consideramos oportuno y necesario el desarrollo de políticas públicas focalizadas, que atiendan a 
algunos sectores de la población que enfrentan situaciones específicas de postergación y de 
desigualdad adicionales al conjunto de la población y que no se superan con la sola aplicación de 
políticas genéricas y universales, sino que requieren de acciones particulares porque responden a 
causas sociales, económicas y culturales históricas, particulares y determinadas. Quizás esa es la 
primera virtud que queremos destacar del proyecto de ley, puesto que enfrenta una realidad social 
específica como es la desigualdad étnico-racial, la que debe superarse con políticas de acciones 
afirmativas y de promoción de la equidad racial en la sociedad uruguaya. 


Las desigualdades y la vulneración de derechos que afectan a los afrodescendientes tienen, 
por tanto, características propias, ya que son producto de la sumatoria de condiciones históricas, 
sociales, económicas y culturales, consecuencia de la discriminación y el racismo. Como ejemplo de 
esta particularidad que queremos destacar, nos gustaría mencionar que, a nivel general, la pobreza en 
nuestro país se ubica en el 13,7% pero entre los afrodescendientes este porcentaje se duplica, 
ubicándose en el 28%. Esto sucede a pesar de que ha habido un descenso importantísimo de la 
pobreza en el Uruguay, a nivel general en los últimos años, lo que afortunadamente permitió bajar los 
guarismos de un 40% a ese 13% ó 14%. No obstante ello y a pesar de estos procesos de descenso de 
los niveles de pobreza y, en particular de la indigencia, la población afrodescendiente continúa 
enfrentando situaciones de desigualdad realmente manifiesta y muy superiores al conjunto de la 
población. Esto queda claro al analizar los porcentajes porque en el caso de la pobreza se duplican y 
en el de la indigencia, se triplican. 


Como decíamos al inicio de nuestra exposición, esto responde a una realidad particular que 
nos permite afirmar que estamos ante una desigualdad específica, es decir, la étnico-racial. Creemos 
que esto tiene como causa distintas razones que están entrelazadas, entre las que nos interesa 
mencionar sin lugar a duda la herencia de la esclavitud que reservó las tareas más duras y 
descalificadas para la población negra africana y afrodescendiente. Esto supuso la explotación y la 
anulación de los derechos de un conjunto importante de la población y, otra de las razones por las 
cuales se crea la desigualdad fue el racismo que se desarrolló como ideología de justificación e instaló 
una valoración desigual de las personas por el color de su piel. Otra consecuencia del racismo fue la 
subvaloración e invisibilidad de la presencia y el aporte de los afrodescendientes como fenómeno 
cultural estructural en el país y, fundamentalmente, lo que podríamos llamar integración desde abajo en 
las sociedades independientes de esta población manteniendo, a pesar de la abolición de la esclavitud, 
es decir, de la modificación de su situación jurídica, la misma posición social y económica que cuando 
eran esclavos. Además, en tiempos de patria libre, se continuó reproduciendo lo que llamamos la 
división racial del trabajo, es decir, la concentración de esta población en las tareas menos calificadas, 
menos remuneradas y menos valoradas socialmente. Estas serían las razones que llevaron a la 
reproducción de la pobreza, lo que explica los guarismos y los datos que reseñábamos al principio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Da Rosa) 


Esta situación se mantiene al día de hoy -a doscientos años de vida independiente del país- y 
se expresa, no solo en esas realidades generales a las que hacíamos referencia, sino en aspectos 
específicos que queremos señalar muy breve y rápidamente porque tienen que ver con la esencia del 
contenido del proyecto de ley, porque se expresa a nivel general -como desigualdad- y a nivel 
particular, en el área de la educación, del empleo y del trabajo, que son dos centros a los que apunta 
con acciones específicas el proyecto de ley. 


En el trabajo “Población Afrodescendiente y Desigualdades Étnico - Raciales en el 
Uruguay”, producto de un trabajo mancomunado de especialistas de la Universidad de la República en 
el marco de un proyecto del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, en la página 118 se 
señala por parte de los investigadores destacados que participaron, lo siguiente: “Todos estos estudios 
consignan que, a pesar de que las sucesivas generaciones de uruguayos logran acumular más años 
de estudio, las brechas entre blancos y negros permanecen estables o experimentan mejoras de muy 
escasa magnitud.” Más adelante expresa: “Obsérvese que cerca del 50% de los jóvenes blancos entre 
18 y 20 años asisten al sistema educativo, y que esta proporción se reduce a 30% en los jóvenes 


negros de ese mismo grupo etario”. Esto es lo que señala, entre los tantos indicadores y elementos 
relevados científicamente en esta publicación. 


En la página 132, que refiere al empleo, se dice: “Las diferencias más notorias por raza 
existen en términos de las ocupaciones ejercidas.” Más adelante se expresa: “Tanto entre los hombres 
como entre las mujeres, hay porcentajes significativamente mayores de gerentes, profesionales, 
técnicos y oficinistas en la población blanca. A la inversa, en la población masculina, los 
afrodescendientes cuentan con proporciones claramente superiores de trabajadores de la construcción, 
soldados y trabajadores no calificados del sector servicios. En forma similar, en las mujeres se destaca 
que un 35% de las trabajadoras afrodescendientes son empleadas domésticas, frente a un 19% de sus 
pares blancas, y existe también una sobrerepresentación de las mujeres afrodescendientes en otras 
ocupaciones no calificadas del sector servicios.” 


Estos datos, señor Presidente, entre muchos otros que relevan, en este caso, la demógrafa 
Wanda Cabella y la economista Marisa Bucheli, entre muchos, fundamenta la persistencia de estas 
situaciones de desigualdad y las particularidades que justifican, entonces, la aplicación y el desarrollo 
de medidas -que llamamos acciones afirmativas- a través de la implementación de políticas públicas de 
equidad racial. 


En suma -para terminar y dar paso a mis compañeros- queremos reafirmar que el contenido 
del presente proyecto de ley responde y da respuesta, a tres aspectos fundamentales de las 
desigualdades que queremos superar con acciones afirmativas: el área de la educación, el área del 
empleo y los problemas de reconocimiento y subvaloración por la supervivencia de racismo y, en 
particular, el problema de la escasa presencia y valoración de la diversidad de nuestra sociedad y del 
aporte de los afrouruguayos en el proceso de construcción nacional y en particular cómo esto es 
recogido en el sistema educativo. 


En segundo lugar, instrumenta acciones afirmativas de acuerdo a los mandatos que diversas 
leyes y, en particular, la Ley N* 18.059 establecen al Estado. Queremos destacar, entonces, el artículo 
3” de esta Ley donde, por unanimidad el Parlamento aprobó la consideración de interés nacional de la 
realización de actividades, acciones educativas, campañas de comunicación que promuevan el 
combate al racismo y la equidad racial entendida esta como el goce efectivo de derechos para todos 
los ciudadanos y ciudadanas con la consiguiente superación de las inequidades que afectan a los 
afrodescendientes. Con este proyecto de ley y, seguramente su reglamentación y distintas medidas 
que como sociedad ¡iremos realizando, estaremos caminando hacia esa construcción de una sociedad 
más justa con igualdad de oportunidades para todos y para todas independientemente de su 
ascendencia étnico racial. 


A continuación, quisiéramos iniciar la ronda de intervenciones de las distintas organizaciones, 
por lo que cedo la palabra a Miguel Pereira. 


SEÑOR PEREIRA.- Ante todo, agradezco a la Casa de la Cultura Afrouruguaya por abrir este espacio 
tan importante, con el propósito de seguir profundizando los aspectos del proyecto de ley de acciones 
afirmativas, que ya tiene media sanción, pues fue aprobada por la Cámara de Representantes. 
Realmente agradecemos esta instancia de apertura en la que las organizaciones de la sociedad civil, 
que también hemos contribuido a la generación de este tipo de iniciativas, podemos tener este 
intercambio. 


Me gustaría detenerme, específicamente, en los aspectos que hacen a la relación del 
proyecto de ley de acciones afirmativas con algunos avances que, como país, hemos tenido a nivel 
internacional. 


Lo primero que quiero decir es que el tema de la discriminación racial ha estado 
permanentemente sobre la mesa a nivel de la comunidad internacional. Cabe recordar la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, que entró en vigor en 
el año 1969 y, obviamente, fue ratificada por el Uruguay. En el artículo 1? de la Parte | del texto de la 
Convención, se establece claramente la definición de “discriminación racial”, señalándose que tal 
expresión “denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, 
color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida 
pública”. De alguna manera, esto reafirma las preocupaciones que manifestaba Edgardo Ortuño en 
cuanto a las desigualdades étnico - raciales que la comunidad afrouruguaya ha padecido 
históricamente, desde la conformación del Estado nación y la sociedad uruguaya. 


Por otra parte, queremos señalar que a nivel de América Latina y el Caribe, y 
especificamente en el Uruguay, los afrodescendientes hemos avanzado en cuanto a la adopción de 
derechos específicos. Esto se recoge en la lll Conferencia Mundial contra el Racismo -celebrada en 
Durban- donde por primera vez el Estado Uruguayo y la sociedad civil llegamos con un informe común 
que, justamente, se puede visualizar en la Declaración y Programa de Acción de Durban. 
Efectivamente, allí se establece una serie de recomendaciones y propuestas en las que el Estado 
Uruguayo ha venido trabajando y avanzando a partir del año 2004. De alguna manera, la generación 
de iniciativas, como por ejemplo, el proyecto de ley de acciones afirmativas, responde también a la 
intención de adoptar los resultados de esa lIl Conferencia Mundial. 


En lo personal, me gustaría destacar un párrafo del Programa de Acción de Durban, por ser 
absolutamente esencial para nosotros. En concreto, se relaciona con el reconocimiento que los países, 
los Estados, hacen de la problemática de la discriminación racial y, especificamente, de la presencia de 
los afrodescendientes. En el punto 13 del citado Programa de Acción se expresa: “Reconocemos que 
“la esclavitud y la trata de esclavos, en particular la trata transatlántica, fueron tragedias atroces en la 
historia de la humanidad, no solo por su aborrecible barbarie, sino también por su magnitud, su 
carácter organizado y, especialmente, su negación de la esencia de las víctimas, y reconocemos 
asimismo que la esclavitud y la trata de esclavos, especialmente la trata transatlántica de esclavos, 
constituyen, y siempre deberían haber constituido un crimen de lesa humanidad y son una de las 
principales fuentes y manifestaciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de 
intolerancia, y que los africanos y afrodescendientes, los asiáticos y las personas de origen asiático y 
los pueblos indígenas fueron víctimas de esos actos y continúan siéndolo de sus consecuencias”. 


Cabe mencionar que a lo largo de la historia se han realizado tres Conferencias Mundiales 
contra el Racismo. Las dos primeras se celebraron en Ginebra. Una de ellas fue en 1978 y el tema 
central fue la incorporación de los países africanos al sistema de las Naciones Unidas. La comunidad 
internacional entendió, como aspecto relevante, la incorporación de los países africanos. La segunda, 
fue en 1983 y es allí donde se termina de laudar la finalización del Apartheid en Sudáfrica. Y la tercera 
se celebró en Durban, en 2001, ocasión en la que los afrodescendientes entramos como negros y 
salimos como afrodescendientes, lo que significó un gran logro político. 


Asimismo, me gustaría mencionar que en nuestro país se han hecho algunas 
recomendaciones con respecto al tema de las acciones afirmativas. Recordamos que en Montevideo, 
en 2003, se realizó el Taller Regional para la Adopción e Implementación de Políticas de Acción 
Afirmativa para Afrodescendientes de América Latina y el Caribe, en el que se contó con documentos 
de recomendaciones no solo para los distintos gobiernos que participaron de América Latina y el 
Caribe, sino también para organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil. Me 
gustaría hacer mención a la recomendación general 4. que establece: “Adoptar medidas de acción 
afirmativas como un mecanismo adecuado para superar las desigualdades derivadas de la desventaja 
histórica en que quedaron los afrodescendientes tras la trata transatlántica”. De alguna manera, ese es 
el objetivo central: resolver las desigualdades étnicas raciales que se generaron a través de la historia, 
desigualdades que tienen su raíz en lo que significó la trata trasatlántica de africanos y africanas que 
fueron esclavizados y que hasta el día de hoy los distintos gobiernos no han podido resolver o generar 
medidas para lograr la igualdad de oportunidades. 


Por otra parte, quiero mencionar -sé que algunos compañeros van a hablar de ello- algunas 
de las recomendaciones que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ha realizado y 
que, de alguna manera, son aspectos importantes y que deberían ser considerados. Por ejemplo, que 
en 1998 el Estado uruguayo fue observado, prácticamente con las mismas recomendaciones que se 
hicieron en 2010 y 2011 con algunas profundizaciones. Lo importante es que el Estado uruguayo hasta 
el día de hoy no ha cumplido con las recomendaciones del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial. 


Por último, menciono que el Convenio Relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y 
Ocupación en el artículo 1., numeral a) establece: “cualquier distinción, exclusión o preferencia basada 
en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que 
tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación.” 
De alguna manera, aquí se reafirma lo que planteaba nuestro compañero Ortuño en cuanto a la falta 
de acceso en el mercado laboral o a la discriminación étnica-racial que se da a las personas que 
ocupan un mismo cargo. Si revisamos los datos proporcionados por el Instituto Nacional de Estadística, 
una persona afrodescendiente con igual cargo que una no afrodescendiente, gana un 20% menos. Ese 
dato es considerado por dicho Convenio que en su artículo 3, numeral b) dice: “promulgar leyes y 
promover programas educativos que por su índole puedan garantizar la aceptación y cumplimiento de 
esa política; y el numeral c) del mismo artículo establece: “derogar las disposiciones legislativas y 
modificar las disposiciones prácticas administrativas que sean incompatibles con dicha política.” 


Finalizo aquí mi exposición y agradezco nuevamente el espacio que se nos ha brindado. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Señor Presidente: en primer lugar, quiero decir que pertenezco a Mizangas, un 
colectivo de mujeres jóvenes afrodescendientes, y me corresponde referirme a las recomendaciones 
del CERD y de Cedaw. 


Haciendo honor a que estamos en el Palacio Legislativo, quiero comenzar haciendo 
referencia al marco normativo sobre discriminación racial, racismo y otras formas de discriminación. En 
ese sentido, debemos decir que, en términos generales, tenemos varias leyes que contemplan, 
amparan y, de alguna forma, defienden los derechos humanos y, específicamente, el de la no 
discriminación, pero -como ya describió Edgardo Ortuño y comentó Miguel Pereira en su momento- la 
situación de la población afrodescendiente no ha cambiado. Es por eso que se repiten las 
recomendaciones que hace el Alto Comité de Naciones Unidas en torno a la discriminación racial en 
Uruguay. Tal vez, de todas las leyes que tenemos -tanto a nivel internacional como nacional- vale la 
pena citar dos, que son bastante específicas. Por un lado, tenemos la Convención Relativa a la lucha 
contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza -de 1960- que, en términos generales, 
reconoce que las discriminaciones en el ámbito de la enseñanza suponen violaciones de derechos 
humanos y, en base a eso, establece algunas medidas para fomentar su respeto en la esfera de la 
educación; y, por otro, el convenio 111 de la OIT, que refiere a la adopción de medidas específicas para 
eliminar la discriminación en torno al ámbito laboral. 


Si bien para los dos tipos de recomendaciones -del Cedaw y del CERD- el Comité de 
Naciones Unidas reconoce que han habido avances en términos legislativos e institucionales, con los 
conocidos mecanismos de equidad racial, y que ha habido una impronta en lo que tiene que ver con el 
énfasis que se hace de la situación de pobreza en términos universales, señala que todavía eso no se 
ha traducido de manera efectiva para la población afrodescendiente. Por eso recomienda nuevamente, 
como se hace en el CERD, tomar medidas de acción afirmativa, políticas específicas, para eliminar ese 
tipo de discriminaciones. 


Quisiera dejar claro que las recomendaciones son mucho más amplias ya que el CERD 
también las hace en términos judiciales y Cedaw con respecto a la participación política, aunque yo me 
voy a acotar exclusivamente a lo que tiene que ver con educación y trabajo. 


Voy a leer algunas de las recomendaciones y, en caso de que sea necesario, haré alguna 
salvedad. Concretamente, el CERD dice: “El Comité recomienda al Estado parte que apruebe una ley 
específica contra la discriminación racial o que integre en su legislación en vigor disposiciones que 
prohíban de manera concreta y clara la discriminación racial y la prevengan, de conformidad con el 


artículo 2 de la Convención”. Esto, referido a la ley que tenemos, puede ser enmarcado en aquellas 
denuncias que se hacen sobre discriminación racial en el ámbito de la enseñanza y en el laboral que 
aún no han tenido efectividad. 


También recomienda que se incorpore efectivamente la perspectiva y la dimensión 
etnorracial en los planes y programas de Gobierno. Es más, creo que esta ley específica, como una 
acción afirmativa concreta, apunta a ello. Asimismo, recomienda que se “Aplique la Ley de Educación 
de 2008 y refuerce las medidas especiales con el fin, entre otras cosas, de reducir la tasa de abandono 
escolar de los niños afrodescendientes y de origen indígena, y de sensibilizar a los padres acerca de 
las ventajas de la educación”. Toma nota de las diferentes medidas adoptadas por el Estado parte pero 
pone énfasis en la situación de las mujeres afrodescendientes. También, de alguna forma, felicita la 
creación de la Secretaría de Mujeres Afrodescendientes en el seno del Instituto Nacional de las 
Mujeres. A la vez, recomienda hacer salvedad por cuestiones de género para el caso de las mujeres 
afrodescendientes, algo que Cedaw lo repite, ya que hace énfasis en las mujeres afro a nivel educativo 
y laboral. 


En el inciso 19 se observa que se han adoptado medidas para promover la identidad cultural 
de los afrodescendientes y de las personas de origen indígena, pero preocupa la insuficiencia de 
dichas medidas, en particular, la persistencia de estereotipos contra los afrodescendientes y las 
personas de origen indígena. Al comité también le preocupa la falta de información sobre medidas 
adoptadas para promover la historia y la cultura de esas personas, tanto en los medios de 
comunicación como en los libros de texto. Esto también está directamente relacionado con un artículo 
de la ley en cuestión, por lo que el comité recomienda medidas adicionales y específicas para acabar 
con esos estereotipos. Si bien tenemos una ley que promueve el candombe, la cultura afrouruguaya y 
la equidad racial, haciendo énfasis en campañas de sensibilización, en la promoción de la identidad 
cultural y en la incorporación de información en los programas de estudio escolar sobre la contribución 
que ha hecho nuestra comunidad a la identidad uruguaya, es necesario que se asignen fondos para 
preservar su identidad y su cultura en los medios de comunicación, formadores de opinión y en muchos 
casos reproductores de esos estereotipos. 


También recomienda que se amplíen los espacios de consulta y de diálogo con la sociedad 
civil, por lo que agradecemos que la Comisión nos haya recibido, su apertura y la amplia convocatoria 
que hizo la Casa de la Cultura Afrouruguaya en el entendido de que las personas afrodescendientes 
que estamos militando por la causa contra el racismo somos expertas en el tema y podemos colaborar, 
y eso es algo que el Comité reconoce. Queremos celebrar que nos consulten y que se amplíe el 
diálogo con las organizaciones de la sociedad civil que se dedican a proteger los derechos humanos, 
en particular la lucha contra la discriminación racial en relación con los informes siguientes. Por lo 
menos en dos de sus artículos esta ley establece la importancia de crear un comité. A continuación le 
voy a ceder la palabra a la señora Ojeda, que va a hacer énfasis sobre todo en lo que tiene que ver con 
el informe de Cedaw y del que Mizangas fue parte en su momento. 


SEÑORA OJEDA.- Como decía la señora Ramírez, en el año 2008 Mizangas tuvo la oportunidad de 
hacer un informe sombra al informe de Cedaw, en el que se destacan tres puntos que creemos 
relevante destacar porque sabemos que fortalecen la ley en cuestión. 


En primer lugar, Cedaw destaca que hay que adoptar medidas especiales de carácter 
temporal, medidas de acciones afirmativas para garantizar que la población de jóvenes 
afrodescendientes tenga la oportunidad de cursar estudios secundarios, porque sabemos que hay un 
alto grado de desvinculación entre el primer y el cuarto año. 


En segundo término y tomando como marco lo que dijo el señor Ortuño, desde la época 
colonial las mujeres afrodescendientes se han desempeñado en el servicio doméstico, que es un 
trabajo poco calificado y eso también es relevante porque va unido a la deserción o al alejamiento del 
sistema educativo formal. Según nuestros datos, casi el 40% de las mujeres negras trabajan en el 
servicio doméstico desde hace años y la idea es que el Estado promueva medidas específicas para 
revertir esta situación y lograr que las mujeres tengamos trabajos más calificados. 


Una última recomendación que destaca la Cedaw es garantizar la participación política de los 
afrodescendientes. Sabemos que este punto escapa un poco a las pretensiones de la ley, pero nos 
parece muy importante por el hecho de que se conquisten derechos y representen a nuestra población. 
Esa participación política debe ser consecuencia de una apertura desde los Partidos políticos y desde 
el Estado, para que cada uno de nosotros tome decisiones. 


SEÑORA RAMÍREZ (Tania).- Nosotros veíamos que era importante esa recomendación específica de 
CEDAW porque establece la capacitación para la participación política. Creemos que cuando se habla 
de promover la enseñanza, la educación, etcétera, también hay que pensar en capacitar a mujeres 
políticas y, sobre todo, mujeres afrodescendientes, que nos desempeñamos sobre todo a nivel de base 
pero eso no se traduce a nivel de la representatividad política de los cargos superiores. 


Si los señores Senadores lo desean, podemos entregarles un listado específico de las 
recomendaciones. En el caso del CERD estamos actualizados porque fue a raíz de un informe sombra 
por parte de algunos compañeros aquí presentes en el año 2011, y el de CEDAW fue en el año 2001. Y 
también tenemos algunos materiales para repartir, si es necesario. 


SEÑOR DÍAZ.- Buenas tardes a todas y a todos. 


Mi nombre es Javier Díaz y pertenezco a la Asociación Cultural y Social Uruguay Negro 
(ACSUN). 


Ante todo quiero agradecer a los señores Senadores por esta oportunidad. Por suerte se 
están reiterando estas invitaciones a la sociedad civil afrodescendiente a participar en lo que nosotros 
definimos como ámbito de construcción de ciudadanía, un Parlamento de puertas abiertas. 
Entendemos que esta iniciativa parlamentaria también es una respuesta a lo que venían desarrollando 
los compañeros y compañeras que me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que es 
una construcción que ya viene de la Preconferencia Regional y Continental de Santiago de Chile, 
realizada en diciembre de 2000, pasando por la IIl Conferencia Mundial contra el Racismo, de agosto y 
setiembre de 2001. 


En mi caso voy a hacer énfasis en algunos puntos y voy a tratar de ser breve, para que 
puedan participar otros compañeros. 


En primer lugar, me voy a referir a un estudio que mencionaba el profesor Edgardo Ortuño y 
que se presentó en esta misma Casa, el 3 de diciembre de 2008, sobre las vivencias de la 
discriminación racial y desigualdades étnico-raciales en el Uruguay. Allí, en la página 150, se incluye un 
capítulo referido específicamente a los ámbitos de discriminación, que es el tema sobre el que versa 
este proyecto de ley, porque refiere a la educación y al empleo. Creemos que un aspecto importante 
incluido en este proyecto es que se trate en todos los niveles educativos el tema del pasado esclavista 
del Uruguay y que se haga un reconocimiento de esto. Lo pongo sobre la mesa porque las personas 
que participaron a lo largo del país en un estudio de carácter cualitativo manifestaron que la 
discriminación, el racismo y el pasado esclavista es algo que está marcado a fuego en la comunidad 
afrodescendiente del Uruguay, y lamentablemente no se encuentran ámbitos en los cuales el sistema 
educativo pueda expresarlo. A su vez, tampoco los operadores inmediatos, los educadores o los 
distintos niveles tienen herramientas para replicar esta necesidad que manifiesta la comunidad 
organizada y de hacerla visible para los distintos grupos étnicos que conforman nuestro país. 


Por otra parte, como manifestaban las compañeras, el sistema educativo hace que los 
afrodescendientes se desvinculen en forma temprana, por lo que su inserción laboral es de baja 
calidad. Si hacemos un corte específico por generación y por género, nos encontramos con que las 
mujeres afrodescendientes a los 16 años ya tuvieron su primera inserción laboral en un sector de baja 
calificación, que es el doméstico. Esto hace que se esté en un círculo vicioso que no se puede romper. 
Ese racismo estructural, que muchas veces niega la sociedad uruguaya, hace que el afrodescendiente 
no pueda acceder a las distintas estructuras que componen la sociedad. 


Entendemos que el apoyo y la capacitación a través de becas, y principalmente por medio del 
Inefop, puede empezar a fortalecer las inserciones laborales que tengan los afrodescendientes, en el 
caso de los varones y en forma más específica para nuestras mujeres porque, obviamente, esto puede 
ser muy importante. 


Hay estudios muy recientes, como el que realizó Graciela Sanromán para la Facultad de 
Ciencias Sociales junto con el Instituto Nacional de Estadística, en el que muestra que el 70% de los 
afrodescendientes que se presentan a entrevistas laborales son rechazados. Este es un dato 
importante a tener en cuenta en el Uruguay, porque ya estamos en el siglo XXl y no pueden pasar 
estas cosas teniendo en cuenta lo que mencioné antes: la construcción de ciudadanía. ¿Qué 
ciudadanía pueden tener personas que son jefes o jefas de familia que no pueden acceder a un 
empleo digno, de calidad o, ni siquiera, pasar una entrevista de trabajo? 


Los compañeros se refirieron al sistema internacional y cómo el Uruguay se ha vinculado 
desde el año 1969 a la fecha, principalmente en lo que tiene que ver con el sistema de Naciones de 
Unidas con respecto al tema que estamos considerando. 


Asimismo, quiero hacer alguna reflexión con relación a otros subsistemas en los que el 
Uruguay interacciona. También debo decir que nuestro país ha encabezado una línea de pensamiento 
para promover estas políticas de reparación -tal como figura en el articulado- así como de acción 
afirmativa para romper esta brecha. Como ejemplo de ello podemos tomar las cumbres 
iberoamericanas desde 2005 a la fecha, donde la temática indígena afrodescendiente siempre estuvo 
presente. Ello ha sido así bajo el influjo de una sociedad civil que empuja, propone, y a veces presiona 
para que estos temas estén sobre la mesa. Específicamente, en la Cumbre Iberoamericana de Jefes 
de Estado y de Gobierno celebrada en Santa Cruz de la Sierra, en 2003, en la que se tomaron los 
temas de la niñez y de la adolescencia, se planteó lo que venían diciendo los compañeros, en el 
sentido de que se tienen que desarrollar políticas específicas para combatir la pobreza, 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con su infantilización, apuntando a ser el sostén de los niños 
y de las niñas en el sistema educativo formal. 


Más adelante en el tiempo, en 2011, en el marco del Año Internacional de los 
Afrodescendientes declarado por la Asamblea General de Naciones Unidas, se organizaron también 
cumbres iberoamericanas. La más reciente es la Cumbre que tuvo lugar en Salvador de Bahía, en la 
cual los Presidentes de la región, encabezados por José Mujica, de Uruguay y Dilma Rousseff, de 
Brasil, dieron una batería de posibles soluciones a este tema histórico que ha sido como una piedra en 
el zapato, que siempre se ha tirado hacia adelante y que no le hemos hincado el diente a la solución. 


Posteriormente al Año Internacional de los Afrodescendientes, y luego de esos compromisos, 
el sistema de Naciones Unidas lanza otra provocación a los países que vienen encabezando esta 
iniciativa. Debemos tener en cuenta que en América Latina y en el Caribe, después de la Conferencia 
Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de 
Intolerancia, se han promovido distintas instancias de promoción de equiparación de oportunidades 
para las poblaciones que históricamente han sido relegadas, como los afrodescendientes y los 
indígenas. Asimismo, el sistema de Naciones Unidas este año lanza el Decenio de los 
Afrodescendientes y una apuesta a que los países que ya han empleado mecanismos de promoción de 
equidad racial empiecen a concretar distintas acciones. 


Entendemos que sería importante que este proyecto de ley se transformara en ley para iniciar 
un camino que se ha sembrado muchas veces de discursos y otras con mecanismos con falta de 
presupuesto, por lo que sería fundamental apoyarlo con leyes con estas características. 


La idea es, más que nada, empezar a disminuir esas brechas que mostraron los compañeros 
-que no son números inventados sino oficiales a partir de la Encuesta Continua de Hogares- y también 
la última fotografía que ha tomado el Uruguay, a través del Censo nacional, que ha mostrado que la 
población afrodescendiente en el Uruguay, luego de finalizado el período de esclavitud o la trata de 
personas, ha tenido siempre ese trazado. 


Como decíamos, los jóvenes afrodescendientes ven truncado el proyecto de vida porque 
dejan de estudiar y no pueden conformar esa ciudadanía plena. Entonces ¿qué tipo de ciudadanos 
tendremos en distintas generaciones, si al momento de tomar decisiones, como empoderarse de los 
distintos niveles de ciudadanía, votar en el Consejo Vecinal, elegir sus representantes o a un 
Presidente, no tienen las herramientas que deberían como para poder hacer una elección? 


Muchas gracias. 


SEÑOR OLIVERA.- Soy representante de la Asociación Civil Africanía y me quiero referir a aspectos 
culturales del proyecto de ley, que figuran en el artículo 8%. Dice así: “Se considera de interés general 
que los programas educativos y de formación docente incorporen el legado de las comunidades 
afrodescendientes en la historia, su participación y aportes en la conformación de la nación, incluyendo 
el pasado de esclavitud, trata y estigmatización de las mismas; promoviendo además la investigación 
nacional respectiva”. 


Con respecto a este artículo, nuestra institución estima que se deben tener en cuenta 
algunos conceptos, informaciones y desinformaciones que son esenciales para la reflexión y el encare 
del mismo. 


En el año 1994, en la Universidad de Alcalá de Henares, con los auspicios de la Unesco, el 
Ministerio de Cultura de Madrid, la Agencia Española de Cooperación Internacional y la Fundación 
“Mundo en Armonía”, se reunieron 40 especialistas de Iberoamérica, de África subsahariana, de los 
Estados Unidos, de Europa y Asia, y allí se abordó por primera vez en España la temática de la 
influencia negroafricana en la sociedad y la cultura de los países hispano lusohablantes de 
Latinoamérica. 


En dicho encuentro -donde además de otros capítulos se abarcaron temas generales de 
estudio sobre la africanía- plenamente conscientes de que los pueblos de África, conjuntamente con 
los indígenas y los europeos, han contribuido a configurar el destino común de América y a crear los 
cimientos de nuevas formas de solidaridad, portadores de esperanza y de libertad, los participantes del 
Coloquio afirmaron, en primer lugar, que la presencia africana en los pueblos de América, ha 
significado un aporte sustancial en todos los niveles de producción, tanto desde el punto de vista 
técnico como conceptual. En segundo término, que los pueblos africanos han contribuido a configurar 
la identidad y universalidad cultural americana en todos los órdenes, desde las artes culinarias a la 
indumentaria, desde la pintura a la escultura y arquitectura, desde la música a la poesía, de la medicina 
a la religión, de la relación armónica con la naturaleza a las relaciones humanas, del cimarronaje a la 
lucha por la liberación, constituyendo otros tantos símbolos que dan raíz y sentido profundo a cada 
nación de Iberoamerica y del Caribe. En tercer término, expresaron que la persistencia de los pueblos 
de origen africano y su lucha creativa por la libertad, contribuyen a la definición de los proyectos 
nacionales y de fortalecimiento de los sistemas democráticos, y que este proceso de democratización y 
combate contra toda forma de exclusión, muestra el camino de la tolerancia y abre nuevas vías a la 
construcción de una cultura de paz. En cuarto término, manifestaron que en este tipo de aceleración 
histórica de cambios globales, complejos, de tensiones raciales, religiosas y sociales, las 
características específicas de las culturas afroiberoamericanas, ofrecen innovadoras perspectivas 
hacia una unidad del género humano, respetuosa con las diversidades culturales de los pueblos que la 
integran. 


En 1996, la antropóloga cultural norteamericana Sheila Walker, organizó en la ciudad de 
Texas un encuentro sobre la diáspora africana y el mundo moderno. 


Al presentarse, manifestó: “Durante la migración más numerosa de la historia de la Humanidad, 
ocasionada por el comercio de negros africanos que fueron arrancados de sus familias y de su mundo, 
los negros fueron desparramados a través de todas las tierras de las Américas y el Caribe. De los 
millones de inmigrantes que llegaron a las Américas hasta principios del Siglo XIX, sólo el 25% eran 
europeos y el 75% eran africanos, de modo que en la formación de las Américas los africanos 
constituyeron la mayoría de la población. 


Durante los primeros cuatrocientos años transcurridos desde el comienzo del Siglo XV, estos 
africanos sobrevivientes y sus descendientes suministraron múltiples generaciones de mano de obra 
gratuita a través de las Américas. Fueron los productos de esta labor sin paga los que crearon la base 
de la riqueza y del poder de Europa y en las Américas. Estos africanos y sus descendientes también 
sembraron y fertilizaron semillas de cultura africana que todavía siguen creciendo en las Américas y el 
pueblo africano y su cultura están esparcidos a través de la tierra en el rompecabezas que constituye la 
diáspora africana. 


En todos los lugares de América existen pedazos esparcidos de África que han generado 
nueva vida, creando culturas nuevas que todavía recuerdan el pasado africano y, a la vez, están 
firmemente enraizadas en las Américas.” 


Otro participante en dicho Congreso, el señor Dawson, corroboró lo antedicho y manifestó que 
lo más extraordinario del comercio negrero y su impacto en el desarrollo del hemisferio occidental es 
que los africanos representaron la mayoría de las personas que vinieron del Viejo al Nuevo Mundo. 
Dijo, además, que varios estudios demuestran que entre 1492 y 1776  -los primeros 300 años de la 
historia de las Américas- seis millones y medio de personas atravesaron el Océano Atlántico desde 
África y Europa y se establecieron en las Américas y el Caribe. De esos seis millones y medio, sólo un 
millón era europeo; los cinco millones y medio restantes eran africanos y eso fue la base sobre la cual 
fue construida América. 


En realidad, la mayor parte de la historia está escrita desde el punto de vista de la minoría de 
la población, desde las perspectivas de sus historias institucionales, sin tener en cuenta ninguna de las 
consecuencias económicas, políticas o sociales de este simple hecho demográfico. 


Para 1820 la relación entre africanos y europeos que vinieron del Viejo al Nuevo Mundo era de 
tres a uno. Por lo tanto, quienes estamos abocados al estudio de la diáspora africana nos encontramos 
frente a dos desafíos intelectuales. Uno, es contar la verdad sobre las experiencias de los africanos en 
el hemisferio occidental y, dos -e igualmente importante- es reescribir la historia de las Américas 
porque, si por lo menos, las dos terceras partes de la gente que construyó el hemisferio occidental no 
está incluida en la historia, entonces es que sabemos muy poco sobre esa historia. 


El año anterior a este encuentro en Texas -o sea, en 1995- nuestro eminente profesor Daniel 
Vidart realizó un ensayo sobre el hombre negro, en el que nos dice que sobre el tema de las culturas 
negras en el Uruguay se ha estudiado poco; se han dicho muchas cosas al respecto pero, 
esencialmente, se ha concientizado y es por ello que han podido prosperar ciertos errores. 


En este asunto se pueden destacar tres puntos o aspectos fundamentales: uno, lo complejo 
del tema, por lo cual hay que extremar cuidadosamente su encare y su estudio; dos, el rol fundamental 
que jugó el negro quien, junto al indio y al inmigrante, configuraron la idiosincrasia y la personalidad del 
pueblo oriental y, tercero, la necesidad de que se instrumenten proyectos de estudios serios, 
sistemáticos, profundos y comprometidos con la búsqueda de la verdad sobre el negro en el Uruguay. 


Cuando se consulta la escasa bibliografía dedicada al estudio de la población negra en 
nuestro país, cuesta poco comprobar que hasta hoy no se ha escrito la historia profunda de los negros 
y su influencia en los rasgos somáticos y las características culturales del pueblo uruguayo, o sea, que 
en nuestro país no se enseña nada o casi nada acerca de la historia de los negros en ninguna de las 
ramas de la educación formal. 


Existe un vacío discriminatorio y, a pesar de que la ley dice lo contrario, ese vacío lleva a que 
no se reconozcan las contribuciones del negro y, por lo tanto, a que se nieguen los mismos derechos 
que poseen los ciudadanos blancos. Luego de hacer varios reparos a lo complejo del tema, el señor 
Daniel Vidart continúa diciendo que sería sanamente conveniente que los historiadores, al margen del 
amor o el odio, decidan asomarse a la efectiva realidad histórica de nuestro país, reconociendo que los 
negros, llegado el momento de la lucha por la emancipación nacional o la defensa de la divisa de un 
caudillo, fieles y sufridos asistentes de sus jefes, supieron pelear y morir con heroísmo en las primeras 
líneas de combate. ¿Quiénes acompañaron hasta el final a Artigas en su destierro? Son muy pocas las 


investigaciones dedicadas a la vida y a las costumbres de los negros, aunque sus aportes a la 
identidad nacional hayan sido importantes. Nuestra Patria, que a todos por igual nos pertenece y 
compromete, ha sido edificada mano a mano con los descendientes de colonizadores e inmigrantes, 
con los indios sobrevivientes a su genocidio y con los negros. Sin embargo, existe una desestimación 
hacia los negros que se refleja en las actividades estudiosas. Tanto se ha repetido que los negros nada 
tuvieron que ver con el pueblo oriental primero y con la nación uruguaya después, que esta mentira, 
tan propalada por los blancos, ha sido al fin creída por la mayoría de los propios negros. 


Y continúa hablando Vidart acerca del arraigo de conceptos que existen en negros viejos -y 
agregaría que también en no tan viejos- en cuanto a que debe ser humilde, discreto, servicial, para 
darse el lugar que le corresponde. Y agrega que esto es consecuencia de que el negro no ha logrado 
aún borrar de su alma la infame marca a fuego que otrora distinguiera su condición de esclavo, 
determinante a su vez de un desprecio social y una postración económica, causas condicionadas entre 
sí, vigencia inicial de una siniestra o desdichada servidumbre. El estereotipo o modelo fabricado sobre 
el negro, con las características de infantiles, torpes, lascivos, perezosos y haraganes por naturaleza, 
estigmas erróneamente admitidos como de la misma esencia de una raza inferior, habría impedido, 
desde tiempos prehistóricos, que los negros accedan a la dignidad propia de las virtudes más altas del 
espíritu. 


Por todo lo expuesto, es necesario encarar el estudio de los rasgos somáticos del negro; el 
estudio de géneros, forma y estilos de vida y las concepciones del mundo y trasmundo; las 
modalidades del mestizaje; las escalas de valores familiares, tan intensos y ejemplares, y las escalas 
sociales, tan descuidadas o desconocidas; las expresiones de racismo, latente o manifiesto, que se 
manifiesta tanto en los blancos como en los negros de la misma esencia a toda comunidad humana 
que no haya racionalizado y destruido lo desagradable que son los prejuicios raciales y la desconfianza 
hacia el otro. 


Por otra parte, estudios actuales han puesto de manifiesto -esto es muy importante y hay que 
tenerlo en cuenta- el brillo extraordinario de las grandes culturas africanas, que no deben 
desconocerse ni olvidarse y que tuvieron sus epicentros en el imperio de Ghana, en Zimbabwe, en 
Benín, en Malí, en los Reinos Ashanti, Zulúes y de Nubia, en los imperios Mandinga, de Etiopía y del 
Congo, en los caballeros Mossi. Generalmente, parece que la historia del negro arrancara de la trata 
de esclavos, o sea en el siglo XV, pero nadie habla del esplendor que había en África en el siglo XIl o 
XIII, que era un ejemplo para el mundo entero. Y concluye Daniel Vidart diciendo que no basta la 
evocación de una pasada grandeza rescatada y racionalizada por un ejercicio académico que debe ser 
emprendido cuanto antes por jóvenes investigadores, sino que hay que ir más hondo, hasta el corazón 
de los prejuicios etnocéntricos. Es necesario demoler los muros de mentiras, deformaciones y 
equívocos milenarios que ocultan la cabal condición humana de los aporreados, estafados y 
denigrados negros y sus descendientes. 


Los negros han sido condenados a vivir en un submundo marginal y, por ende, miserable, en 
los cantegriles, en tugurios inhumanos y solamente se diferencian del blanco por el color de su piel y 
por algunos rasgos más. Aunque esta desventaja sea capitalizada en las capas sociales más humildes, 
sin distinciones de colores, da la casualidad que en esos círculos inferiores del infierno en nuestro país 
se encuentra el mayor porcentaje de afrodescendientes, esperando tan solo una oportunidad de 
ascenso social por medio, quizás, de una posibilidad laboral. De esta forma, podrían alcanzar una 
mejor educación y formación cultural, herramientas fundamentales para poder vivir en un mundo mejor, 
más justo y ecuánime. Antropólogos, psicólogos y educadores, han demostrado que en igualdad de 
condiciones sociales y económicas, los negros en su viaje sin retorno hacia América y sus 
afrodescendientes, que han sido considerados cosas y no personas, somos semejantes a los blancos. 


SEÑORA RAMÍREZ (Isabel).- Estoy aquí como Directora del Grupo Cultural Afrogama, conjunto de 
mujeres que trabajamos en lo que tiene que ver con el género y la etnia a través de la música, a través 
del arte. A su vez, también formamos parte del grupo asesor de candombe que depende del Ministerio 
de Educación y Cultura. 


En realidad, hoy venimos a plantear la necesidad de que los aspectos educativos sean 
revocados a través de este proyecto de ley porque nosotras, las mujeres afrodescendientes, venimos 


con una gran carga de hogares monoparentales, de bajo nivel educativo y con una autoestima 
bajísima, creada por el sistema social al que pertenecemos y que estructuralmente nos ha 
discriminado, por las razones que todos mis compañeros han planteado. Además, el hecho de que la 
mujer negra ocupe el escalón más bajo de la capa social es una realidad que ninguno de nosotros 
puede ignorar. 


Entendemos que en la actualidad el sistema educativo tiene la posibilidad de darnos una 
herramienta más, a través de los planes semestrales, para poder estudiar de otra forma, ya que 
llegamos a la adultez, a la segunda y tercera edad, con un nivel educativo muy bajo. Lo cierto es que si 
bien hoy existen herramientas, ninguna de ellas tiene que ver con la identidad y eso para nosotras es 
muy importante como forma de trasmitir valores a nuestros hijos y nietos, para fortalecernos y para 
pedir reparaciones que consideramos nos corresponden. Más allá de la reparación económica que 
hemos pretendido todos los afrodescendientes a través de la historia, nos interesa que los temas de 
pobreza estructural, que tienen que ver con lo bio-psico-social, sean revertidos. Para nosotros la 
identidad es muy importante porque, si no tenemos pasado, tampoco vamos a tener futuro y creemos 
que este pasa por la educación y por un plan diferente en el que se nos incluya, para que la sociedad 
entienda cuál es el verdadero rol que tenemos y que hemos tenido a través de la historia. Por lo 
general, las mujeres afrodescendientes somos jefas de hogar -no voy a mencionar porcentajes porque 
es imposible- y por eso tenemos doble y triple tarea y, sobre todo, debemos trabajar con nosotras 
mismas para mejorar la falta de educación y poder fortalecernos. Por estas razones, necesitamos esta 
ley que se está analizando. 


Todos mis compañeros han hablado de diferentes cuestiones que tienen que ver con lo 
político, lo social, lo nacional y lo internacional y mi planteo está vinculado a las cárceles porque estas 
están llenas de mujeres negras y eso no es justo. La única forma de revertir esto es la educación 
porque eso nos permitirá trabajar mucho mejor la cuestión identitaria. Si la situación hubiera sido 
distinta, las cárceles no estarían llenas de mujeres negras que no pueden criar a sus hijos; nuestros 
antepasados no pudieron hacerlo porque amamantaban hijos ajenos y nosotras porque tenemos a 
muchas de nuestras mujeres presas. 


Pensamos que este proyecto de ley, más allá de la sensibilización, es obligatorio. 


Es una concepción muy personal y tiene que ver con que tenemos la necesidad imperiosa de 
que la equidad se haga realidad en estos tiempos porque, si no, la sociedad va a vivir en una 
permanente lucha racial que no va a conducir absolutamente a nada. Soy muy breve, pero creo que lo 
suficientemente contundente. 


SEÑOR SOLAR!I.- Quisiera explicar a la delegación que está presente que me tengo que retirar porque 
tenía una reunión pactada hace ya media hora y me acaban de llamar para tirarme un poco de las 
orejas, cosa que no me gusta. Me disculpo con ustedes, pero voy a leer la versión taquigráfica de las 
palabras que expresen de aquí en más, puesto que sobre lo anterior he tomado debida nota. 


SEÑOR ORTIZ.- Represento a los universitarios, técnicos e investigadores afrouruguayos. 


En relación con el proyecto de ley, quiero decir que los compañeros que trabajamos en los 
ámbitos público y privado, y en la educación formal e informal, destacamos algunos puntitos que 
faltarían o que se deberían resaltar aunque, por supuesto, que todas las leyes son mejorables. 


En el artículo 4* del proyecto de ley se dice: “Dispóngase el 8% (ocho por ciento) de las 
vacantes laborales del Estado (Administración Central, entes autónomos y servicios descentralizados y 
Gobiernos Departamentales) para las personas afrodescendientes.” Creo que, tal como están diciendo 
varios de mis compañeros, es importante resaltar y que quede explícito que acá tiene que estar 
incluida la perspectiva de género, más allá de que aparece en otros puntos como en el artículo 2”, que 
después lo vamos a ver. Insisto que en este caso tiene que quedar bien explícito. Por ejemplo, no es 
menor que en nuestras Cámaras, tanto la de Senadores como la de Representantes, las mujeres 
lleguen a un 13% o 14%, dependiendo de la Cámara de que se trate. Ocurre lo mismo en las Juntas 
Departamentales y así sucesivamente si nos remitimos a cargos a nivel del Estado o entes. Por eso -y 


también por lo que dijeron mis compañeros- sería bueno que quede explícito en el artículo la 
perspectiva de género. 


El artículo 9* dice: “Créase, en el ámbito del Poder Ejecutivo, una Comisión de tres miembros 
que estará integrada por un representante del Ministerio de Desarrollo Social, que la presidirá, uno del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y uno del Ministerio de Educación y Cultura”. Creemos que en 
este artículo faltarían las organizaciones de la sociedad civil, porque sería una forma de que las 
resoluciones sean valederas, por lo menos un representante que actúe como vocero u oyente; es 
fundamental la participación e involucramiento de la sociedad civil, más allá de que a veces no tenga 
voto, pero por lo menos que maneje los intereses y conozca lo que sucede en esas reuniones. Algunos 
de los integrantes de las organizaciones de la sociedad civil ya estamos trabajando con esta población, 
somos parte de ella, tenemos varios trabajos, hay varias organizaciones que han trabajado y tienen 
proyectos hechos desde hace varios años, lo que facilitaría mucho este trabajo. 


SEÑOR MEDINA.- Pertenezco al Espacio Afrouruguayo de la región y para la región. Reafirmo lo que 
dijeron los integrantes del Espacio Afrouruguayo: los afro están en todos los partidos políticos y hay 
quienes no son políticos ni defienden a ningún partido. Por lo tanto, quiero decir que reafirmo la ley. 


SEÑOR RIVERO.- Ante todo, agradecemos a Edgardo Ortuño y a todos los compañeros porque, tal 
como se plantea, están casi todas las organizaciones unificadas. Ese ha sido uno de los criterios que 
hemos manejado y que ha hecho que hoy prácticamente todos estamos aquí. En determinado 
momento fue vox populi -y ello fue utilizado muy malamente por el poder político- que en la comunidad 
afrodescendiente las organizaciones estaban totalmente peleadas; entonces, esto es una muestra 
tajante -para hacerlo público y con un carácter específicamente político-de que, en realidad, hay 
cuestiones que para nosotros son prioritarias. 


En su momento pensamos que el tratamiento de este proyecto de ley iba a ser a carpeta 
cerrada, teniendo en cuenta que ya había un consenso político en el sentido de que sería aprobado. 
Creemos que, efectivamente, la iniciativa será aprobada, con modificaciones o sin ellas; en todo caso, 
si hay modificaciones, volverá a la Cámara de Representantes para su aprobación final. 


Por mi parte, me toca hablar sobre cómo hacer que esto llegue al interior. Se trata de una de 
las cuestiones más complejas, pues tiene que ver con la descentralización. Muchos de los 
parlamentarios -Senadores y Diputados- son representantes departamentales, y entenderán que todo 
esto de alguna manera tiene que traducirse en las Juntas Departamentales. Teniendo en cuenta la 
reglamentación, deberían existir algunas cláusulas que pudieran generar una aplicación en los entes 
públicos y, específicamente, a nivel de los distintos departamentos. Se trata de una cuestión a rever, 
que debe ser analizada y, en ese sentido, creo que el Parlamento es el elemento central para que eso 
sea una realidad. 


Básicamente, el proyecto de ley es una curita que se pone en una situación de emergencia 
social. Cuando hacemos referencia a los datos socioeconómicos y socioculturales, y a la condición vital 
de la población afrodescendiente -sobre la que se ha estudiado poco, si bien en los últimos años eso 
ha ido cambiando- estamos hablando de una situación de emergencia. 


Si consideramos, por ejemplo, el promedio de muerte, vemos que en nuestra colectividad 
morimos mucho más jóvenes: entre quince y veinte años antes que la población en general. Por otro 
lado, se ha estudiado la propensión a una gran cantidad de enfermedades y se ha visto la diferencia 
salarial en casi un 80% de los rubros; promedialmente, en los contextos más críticos, esa diferencia se 
ubica entre un 20% y un 23%, y a nivel nacional puede decirse que se gana un 33% menos que la 
población en general. Aquí hablamos también de la situación de la mujer afrodescendiente y de la 
sobrerepresentación en determinada cantidad de espacios que tienen que ver con los servicios. 
Podemos mencionar, también, el bajo número de población afrodescendiente en el sistema educativo 
formal; sí estamos sobrerrepresentados específicamente en la educación no formal, y como ejemplo 


citamos los últimos eslabones en los Cecap y los nuevos elementos que existen a nivel educativo para 
poder contener a todos esos gurises y gurisas. 


En realidad, se está buscando una voluntad política para que esto sea, por lo menos, un 
paliativo y un camino en construcción. 


Cuando hablamos de una situación de emergencia social, es indudable que no existe otra 
forma de remediarla que no sea a través de políticas de Estado. Es el Estado el que debe intervenir. A 
su vez, el Parlamento es el corazón o el vértice que puede hacer que el Estado intervenga 
directamente. ¿Por qué? Por dos razones. Una de ellas -que aprendí hace poco- es que los 
parlamentarios no tienen jefe -cuestión importante, teniendo en cuenta los juegos que a veces se 
hacen en la política- y pueden tomar decisiones políticamente sanas, buenas, correlativas y dialogadas 
con la sociedad civil o con personas expertas en estos temas. 


La otra razón es que los parlamentarios tienen un nivel de negociación que no tiene la 
sociedad civil. 


Como se ve, esta mesa es larga y numerosa. ¿A qué se debe? A que tenemos muy pocas 
posibilidades de hablar con ustedes. Por eso mismo, quizás para algunos esta instancia puede resultar 
tediosa, y para otros, repetitiva. En todo caso, hoy hablamos de la capacidad de una parte de la 
sociedad de poder dialogar con el corazón del país, que es el Parlamento, para que luego esto pueda 
pasar al Poder Ejecutivo y, fundamentalmente, al Poder Judicial. La idea es intentar trabajar desde acá 
hacia el Poder Judicial, porque sabemos lo que ha pasado y lo que sigue pasando y entendemos que, 
de alguna manera, el silencio es lo que apaga las cosas. Aquí estamos hablando de una situación 
trasgeneracional. 


Destacamos especialmente que, para nosotros, esta es una cuestión no solo de ciudadanía o 
de derechos, sino una cuestión política, por lo que el Parlamento debe tomar y proyectar esta iniciativa 
como un puntapié, pensado en una ejecución mediante una acción mediata. Se ha hablado de cinco 
años, por ejemplo. Hay sectores del Parlamento que plantean una discusión por el tema del porcentaje 
de la cuota o la cantidad de años, pero, en fin, consideramos que la iniciativa es fundamental y todos 
estos son paliativos. 


Por otro lado, hay un punto en particular que los parlamentarios deben tener en cuenta: este 
proyecto de ley está muy centralizado en Montevideo; tanto es así, que la representatividad en esta 
mesa es únicamente montevideana. Y uno de los ejes fundamentales de la descentralización, que tiene 
que ver con las políticas de gobierno, es la generación de capacidades a nivel de los departamentos, 
para que puedan elaborar políticas locales. En ese sentido, hoy tenemos un profundo agujero con 
respecto a la idiosincrasia y a la realidad de otras personas afrodescendientes del país. No quería 
dejar esta Sala sin mencionar eso. Tampoco le voy a pedir disculpas a los parlamentarios porque 
nuestra participación en esta sesión ha sido extensa. Pienso que ellos nos ven tan poco que deberían 
estar más contentos que nosotros al tenernos hoy aquí. Considero que estos espacios necesitan una 
nueva mirada. 


Hace un ratito, antes de venir aquí, a través del twitter -a algunos sigo, a otros no- una 
persona escribió que en 1936 un representante de la comunidad negra planteaba esta misma cuestión. 


Es decir que ochenta o noventa años después estamos discutiendo el mismo tema. El letargo que el 
Poder Ejecutivo, que el Poder Legislativo, que el Estado uruguayo tiene con la comunidad 
afrodescendiente tiene que comenzar a disminuir. Este proyecto de ley existe en el Parlamento porque 
en nuestra historia existieron uno, dos o tres Diputados negros. La primera parlamentaria fue mujer: 
Alba Roballo; el segundo, fue nuestro compañero y gran hermano, Edgardo Ortuño, y el tercero, Felipe 
Carballo. Hace poco asumió en la Cámara de Representantes, Rubenson Silva, representante del 
departamento de Rivera. 


A nuestro juicio, el tema del empoderamiento y de la transformación de los principios de 
igualdad comienza con este proyecto de ley. Para nosotros el derecho se mide a partir de la sanción de 
este proyecto de ley; que eso también quede claro. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Mi nombre es Manuel Núñez y vengo del departamento de Canelones. Si bien hay 
muchas asociaciones trabajando en el interior del país, creo que soy el único representante de ellas 
aquí presente. 


Mi inquietud es plantear diferentes preguntas y propuestas. No veo aquí medios de 
comunicación; tal vez no los dejan entrar, desconozco cuál es el funcionamiento de esta Casa. Una de 
mis preguntas es acerca de cómo el hombre común, el hombre de nuestras comunidades que vive en 
el interior del país, se entera de lo que en esta Casa sucede o ha sucedido. 


La otra pregunta es respecto a la centralización montevideana. Si los Ministros pueden elegir 
un lugar del interior del país para reunirse en él, ¿por qué tenemos que venir aquí -hasta ahora es lo 
que siempre ha sucedido- para discutir sobre estos temas, para hablar sobre el proyecto de ley o para 
hacer propuestas? ¿Por qué siempre tengo que viajar yo? ¿Por qué los Legisladores no pueden ir al 
interior a debatir sobre estos temas? Este país no es tan grande. En mi caso, he viajado menos de 50 
kilómetros. Pienso que no estaría mal que el afrodescendiente del interior se enterara de lo que aquí 
sucede y que no seamos tan centralistas. 


Es cuanto quería expresar. Muchas gracias. 


SEÑORA PACIELLO.- Soy activista como afrodescendiente independiente desde hace algunos años. 
He interactuado con diferentes organizaciones desde hace más de quince años, actividad que 
actualmente continúo llevando a cabo. Mi tarea es interactuar de forma operativa con diferentes 
compañeros y compañeras. Por lo tanto, parte de mi tarea es la difusión del proyecto de ley de 
acciones afirmativas hacia la población afrodescendiente. Estoy muy comprometida con esa tarea 
como lo he estado anteriormente. De alguna forma, en este ámbito también cuento con el compromiso 
de los señores Senadores para completar la formalización de este proyecto de ley que ya cuenta con 
media sanción. 


Simplemente quería decirles eso. Así como ustedes nos recibieron hoy y en muchas 
ocasiones cuentan con nuestros apoyos técnicos, también nosotros vamos a replicar el apoyo de 
ustedes cuando se vote la ley para poder acercársela a los diferentes componentes de la población. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, pido disculpas por haber llegado tarde. En realidad, tengo 
algunos pedidos y algunas consideraciones para hacer. 


Tenemos algunas informaciones como la de Unfpa, de Naciones Unidas, o el estudio de 
Graciela Sanromán pero, si ustedes tuvieran alguna otra, les pediría que la hagan llegar a la Comisión 
para ser repartida. Personalmente, he solicitado que me entregaran la referencia del estudio de Daniel 
Vidart. A su vez, se dio un dato sobre población carcelaria que no sé cuán ajustado está, pero todo los 
que nos puedan brindar nos será útil más allá de esta ley, ya que en otras Comisiones podemos 
trabajar distintos aspectos de la desigualdad racial -llamémosle así- que afecten poblaciones 
específicas, como la población carcelaria, la jefatura femenina sin cónyuge, madres, etcétera. Como la 
información que estamos teniendo es relativamente reciente porque la pregunta fue incluida en los 
censos hace poco tiempo, quisiera hacer ese pedido. 


Por otro lado, quiero decir que, efectivamente, con la Comisión Honoraria de Lucha contra el 
Racismo trabajamos la inclusión de la perspectiva de género en el artículo 4, referente al 8%, y nos 
dijeron que nos iban a hacer llegar un texto al respecto. También me recordaba el señor Senador Lorier 
la participación de la sociedad civil en la Comisión, así como la inclusión del Mides en la Comisión 
Honoraria. 


Asimismo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hizo algunas observaciones críticas 
sobre el tema de la cuota, pero se refirió positivamente a la posibilidad de incluir artículos sobre la 
discriminación no sólo sobre el acceso -que es a lo que se refiere la cuota- sino también en la carrera 
funcional de los empleados y como causal de despido. Al respecto, también dijo que nos haría llegar 
redacciones para incluir alguna medida antidiscriminación que tenga que ver con el recorrido del tema 
del trabajo a nivel público. Ahora bien, tal vez debamos incluir las causales de discriminación a nivel de 
todo el mercado de trabajo, por lo menos en lo que afecte la carrera de las personas y su permanencia 
en el trabajo. En esta ley incluiremos lo que podamos y el resto lo haremos por ley separada. 


SEÑOR LORIER.- Brevemente, siguiendo la línea de la señora Senadora Moreira, queremos decir que 
habíamos estado analizando el faltante de corte de género en el artículo 4”. Por las exposiciones que 
han hecho los distintos integrantes, es un aspecto muy importante al que hay que dar solución en esta 
ley. De todas maneras, hay que tener en cuenta el tema de la participación social en la Comisión que 
se ha establecido porque, de lo contrario, queda solo en la representación del Estado. 


Por otra parte, quiero referirme a algo que no está en la ley pero que me parece que debería 
considerarse. En un artículo se habla de que es de interés general que los programas educativos y de 
formación docente incorporen el legado de las comunidades afrodescendientes en la historia, pero si 
nosotros no estimulamos con algún tipo de concurso o medidas especiales la realización de trabajos de 
esta naturaleza, tal vez nos quedemos cortos en el estímulo necesario. 


No me puedo olvidar y en este momento no puedo dejar de decir que los últimos hombres que 
acompañaron a Artigas cuando dio ese paso fundamental de cruzar desde el territorio oriental al 
Paraguay, eran aproximadamente doscientos negros y libertos -como así se les llamaba- con los 
cuales se formó un pueblo, Camba Cuá -cueva de negros en guaraní- y no había nadie más, excepto 
dos blancos: Gorgonio Aguiar y Campbell. A mi entender esto tiene un valor político, simbólico y cultural 
muy importante porque no hay ningún estudio en la historia uruguaya acerca de esos 
afrodescendientes; se perdieron y sin embargo fueron los que acompañaron al máximo héroe hasta su 
último momento, cuando cruzó la frontera, y también hubo otro que lo acompaño hasta sus últimos 
días. Por lo tanto, me parece que es de interés que también haya una especie de estímulo particular o 
concursos para la producción de material que refleje el aporte de los afrodescendientes en la vida 
uruguaya. 


SEÑOR MONTIEL.- Brevemente quiero saludar a la delegación que nos visita y hacer una reflexión en 
este espacio que habitualmente ocupa el señor Senador Tajam. 


El Poder Ejecutivo y el Gobierno todo se encuentra frente al tremendo desafío que significa 
vencer la pobreza y derrotar la indigencia de todos los orientales, sin distinción de raza o religión. Creo 
que todos los que estamos en esta sala somos protagonistas y actores de ese desafío, y debemos 
estar comprometidos con ese proyecto de integración nacional. De nada nos sirve tener mucha 
integración regional o integración internacional si primero no somos capaces de hacerlo entre los 
orientales, sin distinción de ningún tipo. En ese marco es que estamos analizando la iniciativa de este 
proyecto de ley. Particularmente, quería decir que hemos escuchado números e indicadores muy 
consistentes y muy solventes basados en los estudios y las referencias que se han hecho que duelen y 
pegan muy fuerte. Esos indicadores y esos números representan a personas -hombres, mujeres y 
niños- y creo que más allá de cómo vaya a quedar definitivamente esta iniciativa, me parece que se 
puede enmarcar en el mejor homenaje que le podemos hacer al propio Artigas -constructor de la 
nacionalidad oriental- en este bicentenario. Ese marco y esa relación histórica no son ajenos porque 
tienen mucho que ver con este Siglo XXl y con esta iniciativa que ustedes nos plantean hoy, pero no 
les podemos dar garantías; este no es un acto final porque las leyes son negociaciones y acuerdos 
sobre los que hay intereses generales que hay que contemplar y antes de llegar a ella debemos sortear 


una serie de eventos, pero quería ratificar de alguna manera cuál era el espíritu con el cual estábamos 
encarando esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión quiere agradecer a todos por su comparecencia y por los aportes 
muy interesantes que han vertido esta tarde. 


Tal vez pocos temas en la vida del Parlamento generan tanto consenso como este, porque 
todos los partidos políticos estamos en una actitud proactiva y tendiente a buscar una ley que sea lo 
más justa y efectiva posible. Nosotros rescatamos muy especialmente de lo que ustedes han 
expresado el tema de la inclusión en los programas de la educación. En mi caso, que provengo del 
interior, he visto muchas veces que la diferenciación se produce no solo de parte del ser humano 
racialmente blanco, sino que muchas veces son los propios afrodescendientes los que se 
autodiscriminan o tienen una actitud despectiva hacia otros que son de su misma raza. Creo que esto 
demuestra claramente la importancia de los temas educativos y de la formación desde la niñez, desde 
la escuela, en estos aspectos, para que ayuden a considerarnos a todos más seres humanos, iguales 
en derechos y obligaciones, como lo establece la Constitución desde que se fundó el Estado uruguayo, 
en 1830. 


De manera que les agradecemos mucho la comparecencia y naturalmente quedamos en 
contacto, porque en el proceso de desarrollo de este proyecto de ley puede surgir la necesidad de 
concretar alguna otra entrevista. 


(Se retira de Sala la delegación del Consejo Asesor de la Casa de la Cultura Afrouruguaya.) 
(Ingresan a Sala los representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil.) 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el gusto de recibir a los representantes 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil, el escribano Julio Martínez, como Director, y el señor Gustavo 
Nisivoccia, como asesor de Dirección. 


El tema que estamos tratando en la Comisión es el proyecto de ley sobre afrodescendientes, 
que establece normas que favorecen su participación en las áreas educativa y laboral. Este proyecto 
ya fue aprobado por la Cámara de Representantes y está a consideración de esta Comisión a los 
efectos de su tratamiento en el Senado a la brevedad posible, tal como hemos acordado los Senadores 
de todos los partidos. Nuestro propósito era escuchar el punto de vista de la Oficina Nacional de 
Servicio Civil sobre algunos artículos que entendemos están referidos a aspectos que son de su 
competencia directa, como es el hecho de establecer un régimen de cuotas en las vacantes laborales 
del Estado, teniendo en cuenta a la Administración Central, a los entes autónomos y servicios 
descentralizados y a los Gobiernos Departamentales. Nos interesa analizar, fundamentalmente, la 
aplicabilidad de la norma, las experiencias anteriores, cómo han funcionado y los aspectos que 
ustedes, que son técnicos que están en la cuestión, consideren que pueden ser útiles para modificar o 
mejorar el proyecto de ley. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Buenas tardes. 


Tal como lo ha explicado el señor Presidente de la Comisión, nos interesa particularmente lo 
que dispone el artículo 4? del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Al respecto 
vamos a hacer algunas precisiones sobre su alcance y eventualmente estableceremos algunas 
dificultades que se podrían dar si la redacción quedara tal como fue votada. Aclaro que no hemos leído 
las versiones taquigráficas de las sesiones de la Comisión en su totalidad, por lo que quizás algunos de 
estos planteos se hicieron oportunamente, o tal vez ya haya alguna respuesta en ese sentido. De todas 
formas, como representantes de la Oficina Nacional de Servicio Civil, nuestra obligación es formular 
algunas puntualizaciones al respecto. 


El artículo 4% del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes expresa: 
“Dispóngase el 8% (ocho por ciento) de las vacantes laborales del Estado (Administración Central, 
entes autónomos y servicios descentralizados y Gobiernos Departamentales) para las personas 


afrodescendientes”. Aquí se habla de un 8% de vacantes laborales. Como ustedes bien saben, cuando 
en Derecho Administrativo se habla de vacantes en la Administración Pública, se asocia directamente a 
cargos presupuestales. Aquí se le agrega el término “laborales”, y supongo que ello se hace en el 
entendido de comprender a otros vínculos laborales. Si fuera así, quizás habría que explicitar 
efectivamente qué queremos decir con vacantes laborales. ¿Nos referimos a todos los ingresos a la 
Administración, independientemente si tomamos en cuenta el vínculo presupuestal? A vía de ejemplo, 
¿también estamos incluyendo a los pasantes, becarios, arrendamientos de obra o arrendamientos de 
servicio? Me parece que podría quedar de alguna forma explicitado, sobre todo, qué significa el término 
“laborales”, para que después no haya interpretaciones que den lugar o de alguna forma 
desnaturalicen lo que los señores Legisladores quisieron plasmar en el artículo. 


Un segundo elemento al que quisiéramos referirnos dentro de este artículo -de acuerdo con 
lo que nos estuvo comentando nuestro asesor y la señora Subdirectora, la doctora Elena Tejera- tiene 
relación con la necesidad de determinar a quiénes nos referimos cuando hablamos de personas 
afrodescendientes, por un tema práctico, tal como se puso de manifiesto cuando concurrimos a la 
Cámara de Representantes. Si mañana se hace un llamado en el Estado, en cualquier Ente Autónomo 
o Servicio Descentralizado dentro de la propia Administración Central, necesitaríamos que existiera un 
registro, una definición o alguna precisión respecto a afrodescendiente para saber quiénes tienen 
derecho a concursar y quiénes estarían dentro de este 8%. En este caso, de alguna forma hacemos un 
paralelismo con el régimen de los discapacitados, a través de lo que dice la Ley N* 16.095. 
Precisamente, el artículo 42 de dicha norma establece el 4% de las vacantes para los discapacitados. 
Por otra parte, el artículo 768 de la Ley N* 16.736 es la que crea el Registro de Discapacitados en la 
órbita de la Comisión Nacional de Discapacitados. 


Si hoy en día hiciéramos un llamado de esa naturaleza, sabemos que existe un Registro y, 
por lo tanto, la persona seleccionada debería salir del mismo. Lo traemos a colación porque, aunque no 
sabemos si es exactamente lo que se pretende en este caso, entendemos que de alguna forma 
deberíamos tener alguna identificación de quién es afrodescendiente. Puede ser de esta forma o de 
otra, porque puede ocurrirnos que mañana cualquier llamado pueda ser impugnado por quien siente 
que quedó fuera o que quienes están compitiendo no tienen la calidad de afrodescendiente. En 
definitiva, es un tema que nos preocupa y lo queríamos dejar expresamente de manifiesto, sobre todo 
para evitar que haya acciones recursivas al momento de realizar llamados o que, en definitiva, 
terminen inhibiendo la realización de los llamados. 


Con respecto al artículo 4%, hay que establecer alguna temporalidad en el tema de las 
vacantes, donde también queremos traer a colación la experiencia de los discapacitados. ¿En qué 
sentido? Cuando se habla de un porcentaje del 8% en este caso y de un 4% para las personas con 
discapacidad, nunca decimos qué momento tomamos en cuenta para ese porcentaje. Esto se puede 
transformar en una situación móvil. Por lo tanto, si tengo diez vacantes de ingreso al día de hoy, 
obviamente con el 8% no llego a cubrir un puesto de trabajo, por lo que debo esperar a tener más 
cantidad, pero quizás puedo ir llenando esas vacantes con otras personas y en un momento tener solo 
cuatro vacantes, achicando así ese número. Entonces, habría que establecer en qué momento 
hacemos el corte. Podría tomarse como referencia un 1% de enero. Simplemente lo queremos dejar 
expresado como para pensarlo. En realidad, ese es un problema que hoy se da con las personas con 
discapacidad. Al no establecer la norma cuándo se hace el corte y siendo permanente la movilidad de 
los llamados -porque, generalmente, esto no se junta sino que se va haciendo en distintas etapas a 
través del año- es muy difícil, a veces, llegar al número que permita el ingreso a un puesto de trabajo 
en las condiciones correspondientes, tanto por aquella ley como por la que se está promoviendo en 
esta oportunidad, que es objeto de análisis de la Comisión. 


Nos parece que esos son los principales puntos a resaltar; estamos a las órdenes para lo 
que dispongan los integrantes de esta Comisión. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada quiero decir que es un gusto recibir a esta delegación. 


Realmente, se trata de un tema en el que no habíamos pensado pero nos parece que es muy 
razonable, sobre todo, el primer punto planteado, es decir, el de la definición de quiénes son las 
personas que se incluirían en la categoría de afrodescendientes; desde ese ángulo, sin duda, va a ser 


motivo de análisis en esta Comisión. En este sentido, quisiera saber si nuestros visitantes tienen la 
posibilidad de asesorarnos acerca de qué elementos podríamos estar tomando en cuenta para llegar a 
este universo definido. 


También nos parece muy interesante el tema de la temporalidad, es decir, del momento a 
tener en cuenta, porque vemos que permanentemente -día a día- están surgiendo llamados que se 
hacen públicos de organismos -todo el mundo los puede conocer- y, desde el ángulo de lo general, 
quisiéramos saber qué deberíamos hacer para que se contemplen los porcentajes establecidos en la 
ley de discapacitados o en este proyecto de ley. Este no es un tema menor y, en ese sentido, nos 
parece que sería oportuno que nuestros visitantes, que ya tienen una experiencia al respecto, nos 
ayudaran con alguna idea. Esto no quita que escuchemos la opinión o consejos de las autoridades de 
otros organismos, pero creemos que esta es una de las Oficinas más pertinentes para contribuir en 
este tema apuntando a establecer una solución en común. Claro está que esto no sustituye el trabajo 
legislativo sino que tiene que ver con una colaboración necesaria al respecto. 


Quiero formular una última consulta que no tiene que ver con esto pero que me parece de 
interés porque hemos estado muy cerca de este tema -también participamos en la elaboración 
de la iniciativa-; concretamente quería saber si la ley sobre discapacitados ya tiene reglamentación y si 
hay elementos de aplicación al respecto, sobre todo, en la parte laboral. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MONTIEL.- También quiero, por supuesto, dar la bienvenida a nuestros visitantes y formular 
una consulta. Los tres planteos que aquí se realizan parecen absolutamente razonables, pero este 
proyecto de ley ya obtuvo media sanción en la Cámara de Representantes y quisiera saber si en esa 
instancia ya se comunicó este tipo de preocupación y si ha tenido algún tipo de consideración en la 
iniciativa. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalmente, quisiera saber cuál ha sido la experiencia que registra la Oficina 
Nacional del Servicio Civil sobre la aplicación de la ley que estableció cuotas para los discapacitados. 
Siendo Intendente me tocó vivir una experiencia, en un determinado momento, en que se me planteó 
una situación con una persona discapacitada y la verdad es que se me presentó una gran 
incertidumbre porque no había nada al respecto; es decir, existía la ley pero no otras disposiciones en 
base a las cuales aplicar la norma, por lo que, al final, en la resolución terminé invocando la ley y 
designando a esa persona discapacitada, pero no sé si estaba o no dentro de la cuota establecida 
porque no existía un registro, no había nada al respecto. 


Entonces, por un lado, existe una norma que, obviamente, ampara el proceder de uno pero, 
por el otro lado, se encuentra sin elementos para hacer efectiva o correcta su aplicación. Por eso, ante 
esta iniciativa y cuando vi este artículo, en el cual se establece un sistema de cuotas, lo primero que 
quería saber era cuál fue la experiencia de dicha Oficina con la aplicación de la ley relacionada con los 
discapacitados. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Solicito que el asesor, señor Gustavo Nisivoccia, informe sobre algunos puntos 
que ustedes han planteado, y después quien habla complementará la información. 


SEÑOR NISIVOCCIA.- Buenas tardes. 
Voy a hacer primero un resumen general. 


Con relación a todo este panorama de cuotas que se expresa en la norma, podemos decir 
que cuando la leemos percibimos la intención de que alguna cosa suceda al respecto; en los hechos, 
se termina viendo mucho voluntarismo y prácticamente una dificultad muy grande para poder lograr 
efectos concretos. Lo que se planteaba respecto de la experiencia de la Intendencia lo hemos 


observado en los números, cuando se hace el relevamiento. Las Intendencias, probablemente por la 
cercanía con ciertas realidades, son las que en general tienen algunos números de ingresos, así como 
también ciertos organismos, últimamente empresas. 


En lo particular, hice algunas entrevistas para empezar a ver cómo está funcionando esto y 
sacar aprendizajes. En resumen, existen dificultades por la variedad de realidades que se presentan, 
por la complejidad y porque la norma, si bien da un panorama, a la hora de aterrizar en las situaciones 
prácticas se requiere mucha cantidad de energía, con lo cual termina prevaleciendo un poco el 
abandono y el seguir por un camino más o menos rutinario. La experiencia indica que en los procesos 
de selección la situación no es clara. Se ha ido desglosando un poco el tema en cuanto a qué se 
refiere, si a plata, cargos o a qué situación de este universo, que además es móvil en lo que se refiere 
a los tiempos, o sea, de cuándo estamos hablando, como bien lo decía el escribano Martínez. 
Asimismo, las contrataciones se van haciendo en períodos de tiempo todo el año y es difícil definir 
cuándo y para qué perfil operamos y ponemos en práctica la norma. 


La experiencia indica que termina siendo resorte voluntario de algunas personas, que lo 
tienen como inquietud y, entonces, pelean contra una cantidad de obstáculos para lograr un resultado. 
Por ejemplo, en este momento nosotros estamos haciendo contrato temporal a una persona con 
discapacidad, cumpliendo con todo lo que pide la ley, pero a los efectos de la norma no va a computar 
porque no estamos contratando a un funcionario público. Entonces, hicimos el esfuerzo, contratamos a 
alguien, pero a los efectos de cumplimiento-incumplimiento es incumplimiento, o sea, sigue no 
computando. Hay que tener en cuenta lo que recién señalaba el escribano Martínez respecto a las 
modalidades contractuales y hay que tratar de poder expresarlo en otras, como por ejemplo en los 
becarios. El atarse a estos números hasta ahora ha sido algo muy complejo. No necesariamente hay 
siempre un número claro de vacantes. Nosotros estamos todos los años haciendo el relevamiento de la 
cantidad de personas que trabajan para el Estado y eso, según el organismo de que se trate, da una 
información más o menos clara y en tiempo, pero es una dificultad. Entonces, ahí tenemos un área de 
complejidad que no es menor a la hora de concretar ciertas acciones, que supongo que es lo que todos 
queremos. 


Otro punto tiene que ver con la Comisión Honoraria de Discapacidad que en la práctica 
funciona bien y que es una organización -quizás habría que convocarlos a ellos- que recoge una 
cantidad de actores de la sociedad civil. Si bien puede tener mayor o menor cantidad de problemas y 
complejidades, tiene la capacidad de discernir en cuanto a las discapacidades porque hay que tener en 
cuenta que algunas de ellas pueden ser imperceptibles. En este caso, estaríamos más o menos en lo 
mismo porque cómo alguien podría decir que una persona es afrodescendiente pero otra no. Este 
organismo que mencioné está compuesto por una variedad de actores y por eso nos da a todos la 
tranquilidad de que si alguien está inscripto y pasó por allí, el tema está laudado. Es cierto que hay 
gente que no se inscribe o que recién lo hace cuando aparece la oferta laboral, lo que nos habla de 
que no vamos a estar exentos de la misma problemática. Lo cierto es que las personas hacen su 
intento cuando aparece la oportunidad laboral y, a veces, cumplen con los requisitos pero muchas 
otras, no. Eso lo vemos todos los días en Uruguay Concursa porque un área de complejidad tiene que 
ver con el hecho de si se cumple o no con los requisitos. Muchas veces esos requisitos están claros 
porque se pide determinado título pero, de todos modos, quienes no lo tienen se presentan igual. 
Entonces, si eso no está articulado es previsible que se presente alguna dificultad y cierto grado de 
opinión respecto a si era o no y si merece o no, lo que creo no ayudará a nadie a los efectos de lo que 
se busca. Por lo tanto, sería bueno tener un mecanismo que permita afinar en ese sentido y dé 
tranquilidad. Desde la experiencia podemos recomendar que se instrumente algo similar a lo que se 
hizo con la Comisión Honoraria porque nos dio la tranquilidad de que en ella están involucradas una 
cantidad de asociaciones preexistentes de Montevideo y del interior como, por ejemplo, la Unión de 
Ciegos u Ompli. Esto, en sí mismo, es una garantía para todos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Complementando lo que expresaba Nisivoccia y tomando en cuenta las 
consultas realizadas, quisiera manifestar que la propia temática hace difícil buscar una solución para la 
definición de afrodescendiente, a diferencia de lo que ocurre con la ley de discapacitados. A través del 
artículo 768 de la Ley N* 16.736, se dispone la creación de un registro de discapacitados y la Ley N* 
18.094 y el Decreto 205 de 11 de junio de 2007 que la reglamenta, disponen que aquellas personas 
que presentan discapacidad y quieren acogerse a los beneficios que establecen dichas normas, deben 
inscribirse en este registro. A su vez, para poder inscribirse en el registro, antes la discapacidad debía 


ser certificada por el Ministerio de Salud Pública y luego de la descentralización está a cargo de ASSE 
y de un tribunal integrado por un médico, un psicólogo y un asistente social. Este caso que se plantea 
con los afrodescendientes es diferente y lo cierto es que hoy no tenemos una propuesta de solución. 
Simplemente, queremos recordar que en el censo, un 7,8% de la población se identificó como 
afrodescendiente pero fue una autodefinición o una autoidentificación. Eso es lo que a nosotros nos 
preocupa al momento de efectivizar un llamado, es decir, cuál es el elemento objetivo que se va a 
chequear para que efectivamente quien se presentó al mismo sea afrodescendiente. Esto puede traer 
una serie de disputas o de problemas al momento de confeccionar la base y el perfil que dificulte la 
aplicabilidad de la norma y, después, pasa lo que ha pasado en otros casos, incluso, teniendo reglas 
bastante más claras. 


A la vez, expreso que el tema de establecer un porcentaje sin ninguna otra aclaración al 
respecto fue presentado por la Oficina Nacional del Servicio Civil -en el momento en que 
comparecieron yo no estaba dentro de la Oficina en ese momento- pero sí fue planteado ese problema 
en la Comisión respectiva en la Cámara de Diputados y realmente desconozco lo que pasó al respecto. 


Lo último que quiero señalar es lo relativo a la temporalidad o la fecha de corte para hacerlo 
aplicable. Puede ser el primer día hábil de cada año o lo que entienda la Comisión, pero lo importante 
es que exista una fecha, no importa si es el 1* de enero o el 1* de abril, sino que exista una fecha en la 
que uno pueda contar a partir de ese momento y con esos elementos a la vista puedan verse qué 
cantidad de puestos de trabajo caen dentro del porcentaje que alude la norma. 


Una cosa que llama la atención -simplemente lo digo como un dato más a aportar- es que 
están fuera de lo dispuesto en el artículo 4% -quizás así lo previó el Legislador- el Poder Legislativo, el 
Judicial y los organismos de contralor. Simplemente hago este aporte como un dato porque, reitero, 
que quizás fue voluntad del Legislador que dichos organismos quedaran afuera. Según hablemos de 
una concepción amplia o restringida del Estado, podrían comprenderse estos organismos o no. En 
general, cuando se habla en estos términos se entiende la concepción restringida del Estado, podrían 
no estar comprendidos. Pero, quizás, insisto, fue la voluntad del Legislador. Simplemente queremos 
advertir esta situación. 


SEÑOR LORIER.- Dada la experiencia que tienen en esta materia, se me ocurre que quizás podrían 
hacernos llegar por escrito algunos de los elementos que han señalado en esta reunión, a los efectos 
de incluirlos en el artículo 4%. Si pudieran hacerlo, se los agradeceríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, sería un aporte que permitiría perfilar mejor -o de la manera más 
correcta posible- el artículo, sin “matar” -por decirlo así- la intención que evidentemente existe. 


SEÑOR LORIER.- Pensemos también que en el artículo 9. se establece la creación de una Comisión. 
Quizás esa podría ser la Comisión que tuviera a su cargo -por decirlo de algún modo- el registro, una 
vez definidos los parámetros que se van a manejar. Digo esto porque no sabemos de otra que esté 
funcionando y que pueda hacerlo; en todo caso, evaluaremos esta cuestión porque, en definitiva, 
nuestros invitados realmente nos han estimulado a hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya, les agradecemos mucho su presencia, sus aportes y todos los 
elementos que puedan hacernos llegar por escrito para -reiteramos- ayudar a perfilar mejor el 
proyecto de ley. 


Demás está decir que en cualquier momento podemos tener otra instancia de diálogo, en 
función de la evolución del tratamiento de la iniciativa. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 25 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


